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INTRODUCCIÓN  
El objeto del presente trabajo es el estudio de los beneficios fiscales focalizado 
en el matrimonio y las parejas de hecho. Previamente al análisis tributario y a 
cómo el mismo se relaciona con este tipo de familias, analizaremos otras 
ramas del ordenamiento jurídico español para entender cómo se aborda 
legislativamente esta nueva realidad y si se justifican diferencias de trato en 
relación a las mismas. 
En las últimas décadas la institución del matrimonio se ha flexibilizado 
considerablemente a través de la Ley 30/1981, de 7 de julio, la cual permite la 
disolución del matrimonio civil a través del divorcio. Posteriormente mediante la 
Ley 15/2005, de 8 de julio, que posibilita la disolución matrimonial por voluntad 
unilateral, y en último lugar con la Ley 13/2005, de 1 de julio, previendo que 
personas del mismo sexo puedan contraer matrimonio entre sí. 
Si bien es cierto que la unión matrimonial sigue siendo predominante como 
forma de convivencia, no podemos desconocer que cada día es mayor el 
número de uniones extramatrimoniales o de hecho. Según el INE, ya en el año 
2016 las parejas de hecho constituían el 14,34% del total. Esta nueva realidad 
convivencial integra el concepto de familia proclamado en el art.39 de la 
Constitución y por ende es merecedora de protección por los poderes públicos.   
 Las Comunidades Autónomas han llevado a cabo un desarrollo normativo en 
relación  a las mismas dado que no existe estatalmente una ley sistemática que 
regule las parejas de hecho. Todo ello conduce a una diversidad legislativa 
carente de armonía y unicidad.  
En cualquier caso resulta legítimamente posible que la institución del 
matrimonio reciba una protección distinta frente a otro tipo de formas de 
convivencia, siempre que tales diferencias de trato no carezcan de 
razonabilidad. Parece acertado pensar que si aquel que teniendo posibilidad de 
contraer matrimonio  no lo hiciere, fuere cual fuere la motivación que le llevara 
a ello, no debería quedar sometido al conjunto de derechos y deberes propios 
de los cónyuges. Una respuesta legislativa homogeneizadora podría desvirtuar
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 la esencia del matrimonio y someter a la pareja a un régimen del que 
conscientemente huía.  
No obstante, la garantía constitucional matrimonial presente en el  art.32 CE y 
la posibilidad de diferencia de trato en relación a otro tipo de uniones, se 
proyecta particularmente en el ámbito civil que le es propio. Este tipo de 
privilegios resultan menos justificables en otros sectores del ordenamiento. Por 
ello a la luz de los principios constitucionales tributarios, atenderemos a la 
conveniencia o no de equiparación fiscal de las parejas de hecho a las uniones 
matrimoniales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 3 
I. LAS PAREJAS EN EL ORDENAMIENTO JURIDICO 
ESPAÑOL 
Durante mucho tiempo se ha presentado a la familia como una relación 
convivencial fundada en el matrimonio indisoluble entre personas de distinto 
sexo1.  
Frente a su configuración tradicional, la actualidad social nos muestra un 
considerable aumento de formas de convivencia no estrictamente 
matrimoniales.  Este nuevo modelo de convivencia reclama una respuesta 
adecuada del Derecho español. La falta de desarrollo normativo no implica, sin 
embargo, un vaciamiento del Derecho de familia, dado que estamos antes 
familias protegidas constitucionalmente2. 
El matrimonio es una institución social garantizada por el artículo 78 de nuestra 
Carta Magna, que reconoce constitucionalmente el derecho a contraer 
matrimonio (art. 32 CE). La misma, si bien no regula expresamente las parejas 
de hecho, no las prohíbe. Su existencia se deduce de una serie de artículos 
como el 10, 14, el 16, 18 y en mayor medida el 39 del que se deriva la 
obligación de los poderes públicos de dotar de protección a la familia3.   
El legislador español ha optado por realizar referencias aisladas a las parejas 
de hecho, en diversas leyes, sin dar una respuesta sistemática en un cuerpo 
legislativo único. En opinión de GARCIA RUBIO tal actitud es constitutiva de un 
supuesto de inconstitucionalidad por omisión4. En este punto, y dado que los 
sujetos afectados plantean sus casos ante los tribunales, éstos últimos se ven 
en la ardua tarea de otorgar respuestas a la distinta casuística, sin una base 
legal uniforme y coherente. 
Como apunta el Tribunal, la convivencia “more uxorio”, entendida como una 
relación de semejanza a la matrimonial, sin haber recibido sanción legal, no 
está regulada legalmente, ni tampoco prohibida por el Derecho: carece de 
                                                          
1
 Sánchez Martínez, M.O., <El Matrimonio y la Pluralidad de estructuras familiares>. Revista 
Española de Derecho Constitucional nº 58, 2000, P.45 
2
 Pereda Gámez, J., < Las cargas familiares>, Ed. La ley, 2007, P.116. 
3
 Espada Mallorquín, <Derechos sucesorios de las parejas de hecho>, Aranzadi, Madrid, 2007, 
P.11 
4
 García Rubio, M.P., <Las parejas de hecho en el derecho civil gallego >. Revista Xurídica de 
Universidad de Santiago de Compostela, 2007, P.192 
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normativa legal, pero produce o puede producir una serie de efectos que tienen 
trascendencia jurídica y deber ser resueltos con arreglo al sistema de fuentes 
del Derecho5. 
En opinión del Magistrado PEREDA GÁMEZ la problemática de la familia basada 
en la unión libre puede resolverse por dos vías: previendo un régimen 
específico para la pareja de hecho o tomándola como presupuesto de 
aplicación de normas que tienen otra finalidad y buscando una equiparación. 
Ésta segunda vía ha sido la explorada por la jurisprudencia, con integración 
analógica de normas concretas de régimen matrimonial (nunca con una 
asimilación global) o con aplicación de instituciones generales del 
ordenamiento jurídico (el contrato, el enriquecimiento injusto)6.   
El mandato constitucional de Estado social y democrático de derecho, está 
orientado entre otros, a la igualdad y justicia y fruto de ello nace la necesidad 
de adaptación a la evolución que se está experimentando al respecto de estas 
nuevas formas de familia (art. 1 de la CE). 
Al respecto, el artículo 39 de la Constitución Española impone a los poderes 
públicos la obligación de tutelar a la familia, y lo hace sin indicar en modo 
alguno que ésta tenga que ser de origen matrimonial.  
El Tribunal Constitucional abordó por primera vez el concepto constitucional de 
familia, señalando que la familia es siempre un marco de solidaridades y 
dependencias, definición en la que se incluyen relaciones convivenciales 
basadas en tales principios7. Las parejas de hecho de distinto sexo eran las 
únicas que hasta la fecha habían presentado recurso de amparo ante el mismo. 
En la actualidad ya se permite en nuestro país el matrimonio de parejas del 
mismo sexo, nueva regulación introducida a través de la ley 13/2005 que 
modifica el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio. A raíz de 
la misma, las parejas de hecho lo serán hoy de forma voluntaria, dado que la 
imposibilidad a la que se veían abocadas las mismas se han visto  erradicadas 
por el ordenamiento jurídico. Junto a ello, encontramos la posibilidad de 
                                                          
5
 STS 212/1998, de 10 de marzo. 
6
 Pereda Gámez, J., < Las cargas… cit., P.122 
7
 STC 222/1992, del 11 de diciembre. 
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divorcio unilateral que  no se hace depender de causa alguna. Es suficiente 
que una de las partes no desee la continuación del matrimonio para que pueda 
demandar el divorcio, siendo indiferente la oposición de la otra parte y sin que 
el Juez pueda rechazar la petición, salvo por motivos procesales8. 
Tales apreciaciones no pueden llevarnos a concluir que todo tipo de familia 
haya de recibir idéntica protección, dado que es constitucionalmente legítimo 
que los poderes públicos otorguen un trato de favor a los matrimonios respecto 
de otras modalidades familiares, y en este sentido se pronuncia la SSTC 
184/1990, 19 de noviembre.   
No obstante, tal afirmación no puede llevarnos a justificar cualquier tipo de trato 
de favor. De hecho en la STC 147/1995, de 16 de octubre se dice que: “no se 
puede establecer de forma arbitraria e irrazonable, diferencias de trato entre 
situaciones iguales o equiparables”, pues de lo contrario se atentaría contra el 
artículo 14 de la CE. Tampoco cabe  dificultar  de forma  irrazonable a aquellos  
que decidan convivir more uxorio. 
El legislador debe atenerse a los fundamentos constitucionales de promoción 
de la igualdad efectiva de los ciudadanos en el libre desarrollo de su 
personalidad (art. 9.2 y 10.1 CE) y la instauración de un marco de igualdad en 
el disfrute de derechos sin discriminación alguna por razón de sexo, opinión o 
cualquier otra condición personal o social (art.14 CE). Se trata de valores 
consagrados constitucionalmente cuya plasmación debe reflejarse en la 
regulación de las normas que delimitan el estatus del ciudadano, en una 
sociedad libre, pluralista y abierta9. 
En  la citada SSTC 184/1990, si bien la opinión mayoritaria se decantó por la 
no equiparación con el matrimonio, el voto particular del profesor y catedrático 
GIMENO SENDRA discrepó respecto al fundamento jurídico 3º. Argumentó que si 
bien el artículo 32 de la Constitución  que regula el  derecho a contraer 
matrimonio permite un tratamiento diferente para las parejas de hecho y 
matrimonios, este  trato  no es ilimitado, sino que debe ser razonable. De existir 
                                                          
8
 Camarero Suárez, MªV., < Discriminación jurídica del matrimonio frente a las parejas de 
hecho>, Revista General de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado nº16 , 2008, 
P.23. 
9
  (Exposicion motivos Ley 13/2015, 2005) 
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debe perseguir un fin legítimo y no incurrir en desproporciones manifiestas a la 
hora de atribuir derechos y obligaciones. 
El decantarse por una u otra unión lleva aparejadas consecuencias jurídicas 
distintas. El problema radica, sin embargo, en que la divergencia de efectos 
jurídicos que se predique de una u otra unión, atente, por carecer de 
fundamento jurídico suficiente, contra determinados principios 
constitucionales10. 
1.1 Ordenamiento civil  
Resulta necesario a efectos de entender la problemática que se suscita en el 
ámbito fiscal en relación a esta nueva forma de comprender las relaciones de 
pareja,  que hagamos mención primeramente al ordenamiento jurídico civil. 
 Es menester que comprendamos que el sistema de cargas familiares: no se 
detiene en la familia matrimonial nuclear (padres casados e hijos), sino que 
abarca sin duda a la unión matrimonial sin hijos y a la pareja estable no 
matrimonial, lo sea por motivos ideológicos, religiosos u otros11. 
Las leyes 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en 
materia de derecho a contraer matrimonio, y 15/2005, de 8 de julio, por la que 
se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
separación y divorcio, han supuesto una de las más importantes modificaciones 
del derecho de familia español de los últimos decenios. 
Otras uniones convivenciales de ayuda mutua presentan también ciertos 
rasgos de cooperación recíproca y en algunos casos reúnen las características 
de noción familiar que el Tribunal Constitucional ha establecido. Respecto a las 
uniones poligámicas o poliándricas, la aplicación de reglas tradicionales de 
orden público llevaría a excluirlas de la noción de familia.  Para considerar que 
un grupo determinado constituye una familia será preciso también que no se 
limite a compartir gastos en una unidad económica de convivencia sino que 
promueva el respeto y la ayuda mutua entre sus individuos mediante una 
comunidad de cuidados y responsabilidades recíprocos, y así sea reconocido 
                                                          
10
  Castillejo Manzanares R., < Guía práctica sobre el régimen jurídico de las parejas de 
hecho>, Aranzadi, 2012, P.15 
11
 Pereda Gámez, J., < Las cargas… cit., P.130 
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por el Estado. No es suficiente para definir la familia, la existencia de un núcleo 
de convivencia con prestación reciproca de apoyos y ayudas. No podemos 
hablar de familia si el ordenamiento jurídico no reconoce, al título que sea, un 
vínculo jurídico entro los miembros de la unidad de convivencia12.  
Como señala la profesora CAMARERO SUÁREZ, en la actualidad existe un interés 
creciente por esta forma alternativa al matrimonio, que sale de la clandestinidad 
al llegar la democracia, y cuya tolerancia y aceptación se debe no solo a los 
cambios sociales sino también a los jurídicos, como la legalización del divorcio 
y la igualdad legal de hijos matrimoniales y no matrimoniales. Y en este sentido 
el fenómeno de las uniones de hecho intenta abrirse camino, como hecho 
social reconocido y como situación protegida por el derecho13. 
RODRIGUEZ BOENTE afirma que a pesar de que el matrimonio continua siendo la 
opción preferida entre las parejas de nuestro país, existen personas que huyen 
del mismo, bien porque desconfían de la institución y rechazan cualquier tipo 
de control por parte del Estado de lo que consideran su vida personal, una de 
sus facetas más íntimas, bien porque desconfían de la conveniencia de iniciar 
una relación matrimonial con su pareja. En muchos casos se plantea como un 
periodo de prueba previo al matrimonio, mientras que en otros existe por parte 
de los cónyuges la intención deliberada de excluir el matrimonio como opción 
de vida o como habitáculo del amor14. 
El TS también se ha pronunciado acudiendo a la doctrina del TC, para sostener 
que unión de hecho y unión matrimonial no son situaciones equivalentes, por lo 
que no puede aplicársele a aquella la regulación de ésta, pues los que en tal 
forma se unieron, pudiendo haberse casado, lo hicieron precisamente en la 
generalidad de los casos, para quedar excluidos de la disciplina matrimonial y 
no sometidos a la misma.  
                                                          
12
 Martínez de Aguirre., <Acuerdos entre convivientes more uxorio>, BD Actualidad Nota 16, 
1999, P.844 
13
 Camarero Suárez, V.,< Las uniones no matrimoniales en el derecho español y comparado>,  
Tirant Monografías, 2005. P.23 
14
 Rodríguez Boente, S.,  Guía práctica sobre régimen jurídico de las parejas de hecho. 
<Matrimonio y Parejas de Hecho, ¿Equiparación o Distinción?>, Aranzadi, 2012, P.22. 
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Por ello no puede aplicarse a las parejas de hecho automáticamente un 
régimen económico-matrimonial, aunque sí admite que por pacto expreso o 
tácito de las partes se acojan al mismo. 
Merece especial atención la STS de 12 de septiembre de 2005, que inicia una 
línea jurisprudencial muy restrictiva a la hora de conceder pensiones e 
indemnizaciones en supuestos de ruptura de parejas de hecho. Así proclama 
que hoy por hoy con la existencia jurídica del matrimonio entre parejas del 
mismo sexo y  el divorcio unilateral,  la unión de hecho está formada por 
personas que no quieren, en absoluto, contraer matrimonio con sus 
consecuencias. 
 Por ello debe huirse de la aplicación por analogía legis de las normas propias 
del matrimonio como son los artículos 96, 97 y 98 del CC, ya que tal aplicación 
comporta inevitablemente una penalización de la libre ruptura de la pareja. 
Ahora bien, lo anteriormente dicho no puede llevarnos a excluir cuando 
proceda, la aplicación del derecho resarcitorio, para los casos en que pueda 
suscitarse un desequilibrio no querido ni buscado, en los supuestos de 
disolución de una unión de hecho.  
Para MARTIN CASALS, aplicar las soluciones propias de las uniones 
matrimoniales a las parejas de hecho, pese a que aparentemente puede 
parecer surgir de una concepción progresista, en realidad es una concepción 
errónea15. 
La jurisprudencia tiende a huir de la equiparación de las parejas de hecho con 
el matrimonio y acude vía analogía iuris a instituciones jurídicas concretas que 
permiten solucionar problemas patrimoniales puntuales que surgen de una 
convivencia de hecho, así como de su ruptura.  En particular, la citada STS de 
12 de septiembre de 2005 contiene un excelente resumen de la posición 
jurisprudencial en esta materia , anunciando de una parte que debe huirse de la 
aplicación por analogía legis de las normas propias del matrimonio, y de otra, 
que las consecuencias de la ruptura de la unión de hecho deben ser reguladas 
en primer lugar por ley especifica si la hubiere, en ausencia de la misma se 
                                                          
15
 Martín Casals, M., < La regulació de la parella de fet: lleis imodels.>, Nous reptes del dret de 
familia,  Material de les Tretzenes Jorades de Dret catalá a Tossa, Girona, 2005, P.97-120. 
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regirán por el pacto establecido por sus miembros, con base en el  principio de 
autonomía de la voluntad del art.1255 CC;  y a falta de ello, en último lugar por 
aplicación de la teoría del enriquecimiento injusto.  
En cuanto a la teoría del enriquecimiento injusto, la jurisprudencia entiende que 
en el caso de la ruptura de una unión de hecho esta vía se abre cuando se ha 
producido lo que se denomina la “pérdida de oportunidad”, que seria, aquí, el 
factor de soporte que vendría de algún modo a sustituir al concepto de 
“empeoramiento” que ha de calificarse de desequilibrio16. 
En la mencionada sentencia 184/1990, el TC considera que son razones de 
certidumbre y seguridad jurídica, así como de coherencia con la opción de la 
pareja de no contraer matrimonio, para así no asumir los deberes, pero 
tampoco acceder a los derechos, derivados de la unión matrimonial, y por ese 
motivo concluye que matrimonio y parejas de hecho son situaciones 
jurídicamente distintas.  
Con todo el TC señala también en la misma sentencia, que la opción por la 
desigualdad de trato jurídico está justificada constitucionalmente, pero que la 
opción contraria lo estaría también, de tal modo que si el legislador quiere, 
puede eliminarla, como así han hecho varias legislaciones autonómicas y en 
referencias aisladas el legislador central.  
Debemos resaltar en este punto, que la garantía constitucional del matrimonio 
se proyecta sobre su régimen civil, pero no tiene por qué cubrir privilegios de 
otros sectores17. 
De las distintas sentencias del TS puede concluirse que el pacto de los 
miembros de la pareja de hecho puede ser, tanto expreso como tácito18, siendo 
lo más frecuente que se entienda existente una sociedad irregular o una 
comunidad de bienes19. Como reproduce VILLAVERDE GÓMEZ, respecto a los 
pactos de carácter tácito, la jurisprudencia ha ido señalando que los mismos 
                                                          
16
 RJ 2005, 7148. 
17
. Ezquierra Ubero, J.J., Lázaro González, I.E.< Las parejas de hecho como sujeto de las 
políticas familiares en la España de las Autonomías> Fundación BBVA, Informes 2007. P.30 
18
 STS 8 mayo 2008 (RJ 2008, 2833) 
19
 STS 22 febrero de 2006 (RJ 2006, 831); 4 de febrero de 2012 (RJ 2010, 264), 7de julio de 
2010(RJ 2010, 3904) y otras. 
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pueden ser deducidos de facta concludentia, debidamente probados, y a través 
de los mismos, puede ponerse de manifiesto una voluntad inequívoca de hacer 
comunes todos o algunos de los bienes adquiridos durante la convivencia. A 
falta de una actividad probatoria que acredite la existencia de una comunidad 
de bienes, deberá entenderse que os bienes pertenecen a quien los haya 
adquirido20. 
Resulta llamativa, la sentencia posterior del TC 222/1992, que concluye con la 
equiparación al matrimonio a efectos de subrogación en un arrendamiento 
urbano. En uno de los votos particulares, el Magistrado RODRIGUEZ BEREIJO  
critica el cambio de doctrina del Constitucional con respecto a la sentencia 
184/1990 contraria a la equiparación, sin aportar una fundamentación 
adecuada del cambio de postura. Por otra parte, expresa en su voto  que el 
vínculo matrimonial genera una serie de derechos y deberes de los cónyuges, 
lo que no ocurre en la convivencia de hecho. 
Debemos recordar  que las diferencias jurídicas y constitucionales pueden ser 
tomadas en cuenta por el legislador para dar un trato más favorable al 
matrimonio que a la pareja de hecho, o decidirse por la equiparación, pero  en 
cualquier caso, la misma no constituye un imperativo constitucional.  
RODRIGUEZ BOENTE afirma que incluso hay autores que apuntan a la defensa 
de la no regulación de las parejas de hecho, o mejor dicho, a negar efectos 
económicos a favor de uno de los miembros de la pareja en caso de ruptura. 
Los efectos económicos serán únicamente, en su caso, los que los propios 
miembros de la pareja hayan previsto mediante pacto, con la misma libertad 
con la que decidieron unirse y con límites generales del art.1255CC.  
Se trata de dejar que sean los miembros de la pareja quienes pacten las 
normas que han de regir sus relaciones patrimoniales mientras dure su unión, 
así como para fijar la liquidación del patrimonio común, en caso de que se 
produzca la ruptura. Dichos pactos serán válidos, de acuerdo con el art.1255 
                                                          
20
 Villaverde Gómez, MªB, <Parejas de hecho: La inexistente regulación estatal >, Guía práctica 
sobre régimen jurídico de las parejas de hecho, Aranzadi, 2012,P.79-142 
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del Código Civil, siempre que no fueren contrarios a las leyes, a la moral o al 
orden público21. 
A colación de lo señalado, debemos tener en cuenta la diferencia entre parejas 
registradas o formalizadas- a las que les resultara de aplicación una legislación 
propia- de aquellas parejas no formalizadas a las que le resultan de aplicación 
disposiciones de Derecho común.  En la convivencia more uxurio formalizada 
rige el principio de autonomía. Las partes pueden con libertad establecer el 
régimen que regulara su convivencia y posterior disolución, con los límites 
establecidos para la validez de los contratos recogido en el Código Civil.  
Junto a estos acuerdos suscritos por las partes, encontramos disposiciones 
autonómicas que actúan en unos casos como derecho supletorio en ausencia 
de pacto, y en otros casos como derecho imperativo. En cuanto a su efecto 
imperativo ha sido declarado inconstitucional por el Tribunal Supremo al 
vulnerar el principio de autonomía del artículo 10CE, en atención a la Ley Foral 
Navarra, dado que existiendo libre desarrollo de la personalidad, no puede 
tratar de imponerse un determinado estado civil22.  
Respecto a las parejas no formalizadas, serán en primer lugar las partes las 
que mediante pactos regularan sus relaciones. En ausencia de los mismos, los 
Tribunales de justicia resolverán atendiendo al caso concreto mediante la 
aplicación de disposiciones de Derecho común. La jurisprudencia tiene 
reiteradamente sentado, en términos generales que no se pueden aplicar de 
manera automática las disposiciones establecidas para el matrimonio23. 
1.2 Relación con otros ámbitos del ordenamiento jurídico 
Como comentábamos, el legislador estatal español ha ofrecido respuestas 
puntuales a los problemas que se derivan normalmente de la ruptura o 
disolución de las parejas de hecho. Así sin ánimo de exhaustividad, RODRIGUEZ 
BOENTE nos señala que podemos encontrar en materia civil la equiparación de  
                                                          
21
 Rodríguez Boente, S., <Matrimonio y Parejas de Hecho> Guía práctica sobre régimen 
jurídico de las parejas de hecho, Aranzadi,2012. P.40. 
 
22
  Sentencia STS 93/2013, de 23 de abril de 2013.  
23
 Culebras, I., <Las parejas de hecho en España>, Legalitas.com, 16 abril 2015. 
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las parejas de hecho a los matrimonios a efectos de adoptar24; en la 
subrogación mortis causa de los arrendamientos urbanos25; reproducción 
asistida26, entre las causas de extinción de pensión compensatoria se 
encuentra que el cónyuge acreedor conviva maritalmente con otra persona27; 
en la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación28. También en Código Penal se recogen al menos 
unas diez referencias a la “persona unida en análoga relación de afectividad a 
la del matrimonio”29. 
Para GALLEGO DOMÍNGUEZ, la respuesta específica por materias se circunscribe 
a la perspectiva patrimonial, siendo la más adecuada porque, por un lado 
permite mantener la distinción entre matrimonios y parejas de hecho, y por otro, 
es el más respetuosos con la voluntad de los contrayentes que, pudiendo 
casarse, no lo han hecho30. 
Se huye así del intricado de derechos y deberes tanto personales como 
patrimoniales que surgen entre los cónyuges. 
1.2.1 La exigencia de vínculo matrimonial en la interpretación 
jurisprudencial en materia de Seguridad Social 
Por otra parte, en terreno de la Seguridad Social, pero con analogía a nuestro 
parecer en referencia a las parejas de hecho, sobre las bases sobre las que 
tomar una distinción constitucionalmente legítima, encontramos la pensión de 
viudedad.  
Los órganos jurisdiccionales ordinarios venían aceptando la interpretación 
literal del art. 160 LGSS de 1974, que claramente exigía vínculo matrimonial 
previo para el acceso a la misma. Únicamente se establecía una excepción 
legal en la disposición adicional décima, regla segunda de la Ley 30/1981, de 
7de julio, de reforma del matrimonio y por la que se determinó el procedimiento 
a seguir en las causas de nulidad, separación y divorcio, que considero 
                                                          
24
  (Disposicion adicional tercera de la Ley 21/1987) 
25
  (Ley 29/1994) de 24 de noviembre. Art.16 
26
  Ley 14/2006, de 26 de mayo. Art.9  
27
 Código Civil, Art.101  
28
 RDL 8/2004, de 29 de octubre. 
29
 Código Penal. Art.23, 57, 48.2, 148, 153, 171, 172, 173, 425, 443, 451.1º, 454 y otros. 
30
 Gallego Dominguez.I., <Las parejas no casadas y sus efectos patrimoniales>, Colegio de 
Registradores de la PROP,1995, P.256. 
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beneficiarios de la pensión de viudedad a quienes no hubieran podido contraer 
matrimonio o divorciarse del matrimonio anterior por impedírselo la legislación 
hasta entonces existente, siempre que hubieran convivido como un auténtico 
matrimonio y el fallecimiento del sujeto causante se hubiese producido antes de 
la entrada en vigor de aquella. Pues bien, al margen de la excepción legal 
comentada, la jurisprudencia exigía taxativamente un vínculo matrimonial. 
El TC en un primer momento se limitó a recordar la legalidad vigente y que el 
matrimonio y la unión extramatrimonial no eran situaciones equivalentes. 
Posteriormente la importante Sentencia 184/1990, de 15 de noviembre, insistió 
en tal cuestión y aporto argumentación en torno a sostener la improcedencia de 
referenciar el art. 160LGSS 1974 con los art. 10.1 y 39.1 de la Constitución. 
 El Alto Tribunal insistió en que la imposibilidad de recurrir a tales preceptos 
para conceder la pensión de viudedad de las parejas de hecho era expreso 
deseo del legislador, al querer configurar de manera restrictiva los sujetos 
beneficiarios de la misma. No obstante y de manera sorprendente apuntó, que 
si quisiera extender el ámbito subjetivo, no habría problema alguno de 
constitucionales.  
LOPEZ GUERRA, sostiene que el mayor reconocimiento social y protección 
constitucional del matrimonio no podía equivaler a la posibilidad ilimitada de 
establecer tratamientos desfavorables para un conjunto de ciudadanos por el 
hecho de estar, o haber estado casados, frente a los que no ostentaban tal 
condición31. Desde tal punto de vista, cabe reparar en que, según el art.41 CE, 
el fundamento objetivo de las prestaciones sociales públicas es la situación de 
necesidad, real o presunta, en que se halle el posible beneficiario. 
Por ello no parecía lógico, si el constitucional tenía en cuenta la situación 
comentada de necesidad para su concesión, que el legislador ordinario 
priorizara el criterio del tipo de unión o vínculo afectivo que el beneficiario 
mantuviese con el sujeto causante. De igual forma, sucede en nuestra opinión 
con la inexistente regulación de las parejas de hecho a efectos fiscales.  
                                                          
31
 López Guerra., < Libertad ideológica y libre opción entre matrimonio y convivencia de 
hecho>, Comentario a la STC 180/2001, de 14 de septiembre de 2001, Dialnet. 
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Posiblemente, el problema suscitado no debe girar en el tipo de vínculo afectivo 
establecido con libertad por las partes para comprometer sus vidas, sino  que 
debe atenderse a la capacidad económica idéntica en la que los mismos se 
encuentran, encontrando así en el principio de igualdad tributaria su máxima 
defensa. 
Finalmente el reconocimiento de la pensión de viudedad a las parejas de hecho 
se efectúa por la ley 40/2007, de 4 de diciembre, al dar una nueva redacción al 
artículo 174.3 LGSS. Con todo no alcanza a todas las parejas de hecho sino 
únicamente a aquellas que cumplan determinados requisitos de convivencia y 
formales.   
En cualquier caso, y dentro del margen legítimo de diferenciación del 
legislador,  la protección no se prevé de igual manera frente a las parejas 
unidas por vínculo matrimonial en cuanto a requisitos de acceso, 
especialmente la exigencia de un desequilibrio económico o estado de 
necesidad para el supérstite32. 
II. EL ORDENAMIENTO TRIBUTARIO 
En el actual sistema tributario español, las parejas de hecho encuentran 
únicamente cierto reconocimiento-  parcial y desigual – de mano de la 
actuación legislativa de las Comunidades Autónomas.  En determinadas CCAA,  
han equiparado las parejas de hecho a los matrimonios. El resultado final es 
que puede darse la situación de que,  en algunas CCAA se encuentren en peor 
situación los matrimonios que las parejas de hecho33. 
2.1 El distinto tratamiento en el ordenamiento jurídico tributario 
La legislación tributaria estatal a diferencia de lo que sucede en otras ramas 
jurídicas, ignora hasta el momento a las parejas de hecho, tanto aquellas que 
han formalizado su situación mediante registro, como las que no lo han hecho.  
ESTEVE PARDO manifiesta que una particularidad del Derecho Tributario 
respecto de otras ramas del derecho es que, en gran medida no ha desplegado 
                                                          
32
 Mella Méndez, L., <El concepto de pareja de hecho a efectos de la pensión de viudedad>,. 
Guía práctica sobre régimen jurídico de las parejas de hecho, Aranzadi, 2007, P.76.  
33
Esteve Pardo, MªL.,<Las uniones de hecho ante el Derecho Tributario > Ponéncia a las XIII 
Jornades de Dret Catalá a Tossa, Quarta ponencia”,Universitat de Girona. 
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un tratamiento tuitivo a la familia y, singularmente al matrimonio34: A efectos 
fiscales ha venido resultando por lo general mucho más beneficioso no estar 
casado o estar separado que contraer matrimonio35. Sin embargo, no faltan 
supuestos en los que el Derecho Tributario dispensa un trato favorable al 
matrimonio cómo posteriormente tendremos oportunidad de ver. 
La profesora VILLAVERDE GÓMEZ señala que la normativa tributaria española 
ignora totalmente a las parejas o uniones de hecho. Con carácter general, en la 
normativa estatal reguladora de otros sectores jurídicos tampoco se cuenta con 
un concepto de pareja de hecho, si bien es tomado en consideración en 
diversas ocasiones, en la mayoría de las cuales se opta por su equiparación al 
matrimonio. Esta ausencia de normativa aplicable puede resultar un obstáculo 
importante a la hora de definir un concreto régimen jurídico tributario. Y ello es 
porque el Derecho Tributario debe ir asumiendo como parte de sus 
presupuestos normativos, hechos y negocios procedentes de otros sectores del 
ordenamiento jurídico, y ello en la práctica, da lugar a cierta falta de sintonía 
entre la normativa vigente y la realidad social36.  
Debemos tener también en cuenta que la existencia o inexistencia de vínculo 
matrimonial, es irrelevante a efectos fiscales en las relaciones familiares 
verticales (ascendientes y descendientes), lo que reduce la cuestión de la 
familia de hecho estrictamente a la pareja. Posiblemente el enfoque que se le 
debería dar a la fiscalidad de las parejas de hecho no es tanto la disyuntiva 
entre las mismas y las parejas casadas, sino atender a la existencia de un 
vínculo familiar. Y a ésta puede dispensarse un tratamiento fiscal beneficioso; 
en efecto, el artículo 39.1 CE establece la obligación de los poderes públicos 
de proteger social, económica y jurídicamente a la familia. Y dentro de esta 
protección puede encontrarse la adopción de medidas fiscales más allá de la 
                                                          
34
 Esteve Pardo, MªL.,<Las uniones de hecho ante el Derecho Tributario > Ponéncia a las XIII 
Jornades de Dret Catalá a Tossa, Quarta ponencia”,Universitat de Girona. 
35
  Por ejemplo sobre requisitos reforzados para considerar gastos deducibles los pagos 
efectuados al cónyuge y a los hijos en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional 
por cuenta propia , en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Esteve Pardo, MªL.,  
<Las uniones de hecho ante…. Cit. 
 
36
 Villaverde Gómez, MªB., <Parejas de hecho: La inexistente…cit., P79. 
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pura actividad recaudatoria, tal y como ha reconocido el TC en numerosas 
ocasiones37. 
En concreto el TC ha señalado, que es constitucionalmente posible  que al 
regularse la figura impositiva se otorgue preeminencia a otros valores o 
principios, respetando en todo caso, los límites establecidos por la 
Constitución38. CASADO OLLERO señala que en este supuesto en particular, se 
justifica por razón de la tutela de los derechos incluidos en el Titulo 1, capitulo 
III39. 
Se trata de conseguir que el desarrollo de las responsabilidades familiares no 
suponga para sus miembros ningún tipo de penalización económica. La política 
de no actuación influye en el devenir social. La intervención del Estado a través 
de las distintas acciones que constituyen los instrumentos de las políticas 
familiares, permitirá el sostenimiento del Estado social40. 
Dado que la CE no ha identificado la familia a la que manda proteger con la 
que tiene su origen en el matrimonio41, no cabe dudas de que merecen igual 
protección las familias cuyos miembros están casados como los que no, así 
como aquellas que tienen hijos- cualquiera que sea el origen de filiación -o que 
carecen de descendencia. Como señalábamos anteriormente, la garantía 
constitucional del matrimonio se proyecta sobre su régimen civil, pero no tiene 
por qué cubrir privilegios de otros sectores42. 
Desde la perspectiva del Derecho Tributario, ante la ausencia de una 
regulación específica para las parejas de hecho, procede asumir el concepto y 
el régimen tributario elaborado tanto normativamente, en aquellos casos en los 
que exista, como jurisprudencialmente .En este sentido se van a subsumir en 
                                                          
37
 Molinos Rubio.L.Mª., <Régimen fiscal de la extinción de la pareja de hecho. >La Ley, 2008, 
P.51. 
38
 Sentencia 222/1992, de 11 de diciembre, en su FJ 5º . 
39
 “De los principios rectores de la política social y económica” de la propia CE de los que 
formaría parte el art.39 CE.  
40
 Ezquierra Ubero, J.J., Lázaro González, I.E., .< Las parejas de hecho como sujeto… cit., 
P.22 
41
 TC 222/1992, de 11 de diciembre “familia no es solo la origen matrimonial, sino que también 
incluye a las uniones estables no matrimoniales. FJ 5º. Por su parte el TC en la sentencia 
184/1990, no se pronuncia claramente, mientras que en materia fiscal, sentencias del TC como 
las 209/1998 o 45/1989, también parecen incluir el concepto de familia a las uniones de hecho. 
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ciertas posiciones del Derecho Privado para su posterior calificación jurídico 
tributaria. Como señala VILLAVERDE GÓMEZ se debe partir de lo que se ha 
señalado en el Derecho Privado respecto a la calificación jurídica de las 
relaciones patrimoniales entre personas que forman una pareja de hecho, 
prestando atención a aquellas que puedan tener trascendencia tributaria43. 
Como comentábamos anteriormente, es reiterada la admisión en la doctrina 
civilista de libertad de pactos entre las partes, señalando cual es el régimen 
económico patrimonial aplicable durante su permanencia, así como las reglas 
aplicables a la disolución de la misma, con el único límite que impone el art. 
1255 CC44.  
En cualquier caso, como reproduce HUALDE MANSO, se parte de la idea de que 
salvo que las partes pacten un modelo por el que a partir de la vida en común 
se hagan comunes los bienes de sus miembros- en todo o en parte respecto a 
determinados bienes- la unión no altera la titularidad de los mismos45. 
No cabe duda que durante la duración de la relación afectiva, la pareja de 
hecho deberá atender un número de gastos esenciales o básicos, que 
generalmente serán puestos en común. ZURRILLA CARIÑANA realizando un 
extracto de las distintas normas autonómicas,  afirma que en el caso de una 
pareja de hecho, gastos comunes serán aquellos necesarios para su 
mantenimiento y el de los hijos comunes, de acuerdo con sus circunstancias y 
nivel de vida  (especialmente los  originados en concepto de alimentos en su 
sentido más amplio, conservación o mejora de la vivienda). En ausencia de 
pacto entre las partes, muchas de las normas autonómicas establecen bien una 
obligación, bien una presunción, de que los convivientes contribuyen al 
sostenimiento de los gastos de forma proporcional a sus ingresos, o de no ser 
                                                          
43
 Villaverde Gómez, MªB., <Parejas de hecho: La inexistente ….. cit.,P.92 . 
44
 Así lo han señalado entre otros Lacruz Berdejo, J.L  en Conviviencia More uxurio: 
estipulaciones y presunciones; Centenario del Código Civil (1889-1889), Vol.1,1990, Centro de 
Estudios Ramón Areces, Madrid, 1990; o Torres García, T., Régimen económico matrimonial y 
uniones de Hecho, Matrimonio y uniones de hecho, Universidad de Salamanca,2001, P.44;  
Roca I Trias, E., El régimen económico de las parejas de hecho, Las uniones de hecho, 
Servicio de publicaciones de la Universidad de Cádiz, Jerez de la Frontera, 2000, p.38. 
45
 Hualde Manso, T., <Uniones extramatrimoniales y premios de lotería>, Aranzadi Civil-
Mercantil, nº1/2010 
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suficientes, según su patrimonio46.  En alguna medida una previsión de este 
tipo recuerda al art.1348 CC, que establece la misma obligación de 
contribución a los gastos comunes en caso de que el matrimonio se rija por el 
régimen económico de separación de bienes. 
Para MESA MARRERO no existe un deber de mutuo socorro como el previsto en 
el caso del matrimonio, en cuanto que pueda exigirse al amparo del CC, sin 
embargo nuevamente pueden ser las normas autonómicas quienes 
establezcan tal obligación, o bien que sean las partes quienes establezcan de 
forma pactada tal compromiso47. 
Resulta relevante la recomendación realizada por la Defensora del Pueblo, 
SOLEDAD BECERRILL en éste sentido en su último informe de julio del año 
pasado. En él, llamaba al Ministerio de Hacienda a proteger a la familia 
independientemente del modelo que las personas hubieran elegido para 
formarla. La Defensora hace referencia a que Hacienda no reconoce la 
equiparación en materia fiscal de las parejas de hecho al existir una laguna 
jurídica que obliga a los ciudadanos "a pedir día tras día" el reconocimiento de 
unos derechos de los que disfrutan otras personas en idénticas circunstancias, 
solo porque optaron por el matrimonio. En éste señala expresamente que "no 
parece lógico que la finalidad del matrimonio esté constituida por la obtención 
de beneficios fiscales que de otra forma no se conseguirían”. También expresa 
que “Hacienda ha rechazado su recomendación de equiparar en este sentido a 
parejas de hecho y matrimonios“. 
2.2 Principios tributarios  
Los principios que en materia tributaria aparecen consagrados en la 
Constitución48, constituyen las normas supremas de todo el orden jurídico-
tributario y deben ser respetadas en todo momento por tratarse de principios 
                                                          
46
 Zurilla Cariñana, M.A., <Las uniones de hecho. Aspectos patrimoniales>, Aranzadi Civil-
Mercantil nº22/2007, www.westlaw.es 
47
 Mesa Marrero C.<, Las uniones de hecho. Análisis de las relaciones económicas y sus 
efectos>, 3ª ed, Aranzadi, Navarra 2006, P.129. 
48
 Art.31.1 de la Constitución Española 1978: Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo 
inspirado en los principios de igualdad y progresividad que en ningún caso, tendrán alcance 
confiscatorio. 
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materiales de aplicación necesaria, pues de lo contrario, serian tratadas de 
inconstitucionalidad y por ende, carecerían de validez jurídica49. 
Se puede proclamar que los principios del Derecho tributario son la garantía de 
que gozan los contribuyentes frente al Estado, cuyo poder para crear tributos 
se encuentra limitado precisamente por estos principios. En este sentido, el 
principio de igualdad resulta ser una de las exigencias que, junto a la capacidad 
económica, progresividad y no confiscatoriedad, el constituyente español ha 
querido integrar en el art.31.1 CE, para alcanzar la justicia en el plano 
tributario50. Se trata de principios materiales, que junto con el principio formal 
de reserva de ley conforman éste ámbito51.  
En el mismo sentido, el art. 3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, establece que “la ordenación de los tributos ha de  basarse en la 
capacidad económica de las personas llamadas a satisfacerlos y en los 
principios de justicia, generalidad, igualdad, progresividad, equitativa 
distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad”.  
La interpretación del deber de contribuir al sostenimiento de la carga tributaria 
ha de ser realizada desde su conexión con el valor superior de igualdad, que se 
encuadra y concreta dentro de los principios que aquel contiene. Y para la  
realización de estos fines se orienta la actividad de la Hacienda Pública, 
ofreciéndose el Sistema tributario como un medio de transformación social.  
Es ahí, donde radica la importancia del deber de contribuir al sostenimiento de 
los gastos públicos, mediante unos principios constitucionales en materia 
tributaria52. 
Seguidamente introduciremos los principios constitucionales en materia 
tributaria, para analizar posteriormente cuál es su incidencia en el asunto que 
nos ocupa sobre beneficios fiscales de las parejas de hecho y matrimonios.  
Podremos observar como los mismos no parecen estar presentes en igual 
medida según la opción de familia a la que se remita. Si bien tal diferenciación 
                                                          
49
 Fernández Junquera, M., <Principio de igualdad tributaria en el IRPF y tutela judicial 
efectiva> Revista Nueva Fiscalidad, núm.6, 2013, P.10. 
50
 Sánchez, Sánchez, E.Mª, <El principio de igualdad en materia tributaria>,Aranzadi, 2016, 
P.24. 
51
 Cazorla Prieto L.M., <Derecho financiero y tributario Parte General>, Aranzadi, 2016, P.120. 
52
 Sánchez, Sánchez, E.Mª, <El principio de igualdad … cit. , P.32. 
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puede estar constitucionalmente legitimada en el ámbito civil, nos plantearemos 
si tales  diferencias son igualmente  legítimas en el ámbito tributario, o carecen 
en todo o en parte de razonabilidad. 
2.2.1 El principio de igualdad tributaria 
A la luz del apartado 1 del artículo 31 de la Constitución, el principio de 
igualdad es uno de los elementos que de manera más destacada integran el 
valor superior de justicia tributaria. Estamos ante un reflejo en la parcela fiscal 
del artículo 14 de la Constitución53.  
El principio de igualdad impone que si en las mismas condiciones el trato 
tributario ha de ser igual, en diferentes condiciones de trato puede serlo, o si se 
apura, debe ser diferente54. 
Según el Tribunal Constitucional, el derecho a la igualdad incluye no solo la 
igualdad ante la ley, sino también la igualdad en la aplicación de la ley. En este 
sentido el  principio de igualdad no veda cualquier desigualdad, sólo aquella 
que no sea razonable y carezca de fundamentación55. 
La profesora MATA SIERRA, al hilo de la STC 76/1990, de 26 de abril, sintetiza 
los criterios que emanan del principio de igualdad en el campo tributario, a 
saber: 
-a iguales supuestos de hecho se aplican iguales consecuencias jurídicas. 
-no se prohíbe al legislador desigualdades de trato. Sólo se prohíben aquellas 
desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas por no venir fundadas en 
criterios objetivos y suficientemente razonables. 
-para que la diferenciación resulte constitucionalmente licita no basta que lo 
sea el fin que se persigue con ella. Las consecuencias jurídicas que resultan de 
tal diferenciación deberán ser adecuadas y proporcionadas a dicho fin. La 
relación entre la medida adoptada, el resultado que se produce y el fin 
pretendido por el legislador ha de superar el juicio de proporcionalidad56. 
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 Cazorla Prieto L.M., <Derecho financiero… cit., P.120. 
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 En este sentido se pronuncia la STC 27/1981 de  20 julio. 
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 STC 46/2000, 17 de febrero. 
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 Mata Sierra, MªT.,<El principio de igualdad tributaria>, Aranzadi, Pamplona, 2009, P.72 
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Un tratamiento diferenciado no es siempre y en todos los casos compatible con 
la igualdad jurídica y la prohibición de discriminación con la Constitución 
garantizada en su art.14. Por tanto  debe valorarse el régimen fiscal previsto 
tomando en cuenta la posibilidad de que se vulnere el principio de igualdad, 
pero además debe medirse tal igualdad en una clave estrictamente tributaria, 
tal y como viene recogida en el art.31 CE. Esto es, la igualdad tributaria 
fundamentalmente debe ser observada desde el tamiz de la capacidad 
económica: a grandes rasgos, se cumple con este principio cuando se trata 
igual, a contribuyentes con la misma capacidad económica. Sin embargo ello 
no significa que el  principio de igualdad tributaria agote su contenido con el de 
capacidad económica como bien señaló el TC57. 
No podemos dejar de lado la autonomía del principio de igualdad tributaria, por 
considerar que además de tener rango constitucional es normativamente 
autónomo. Sus ámbitos de aplicación y protección de sus mandatos 
específicos en los tratamientos jurídico-tributarios, respecto a los del principio 
de igualdad del art.14 CE son bastante claros. Así lo ha entendido el Tribunal 
Constitucional, por considerar que los principios de igualdad general y tributaria 
no tienen el mismo alcance y eficacia58.  
El Tribunal Constitucional ha reconocido que el principio de igualdad constituye 
un valor preeminente en nuestro ordenamiento jurídico59 que se proyecta en el 
deber de tributación para la corrección de las desigualdades socialmente 
existentes, llamado a inspirar el sistema tributario justo.  
Como bien afirmaba SÁINZ DE BUJANDA  la idea de igualdad es la expresión 
lógica del valor de justicia, de ahí que el principio de igualdad es el criterio 
central en materia de distribución de la carga tributaria y de él se pueden 
deducir todos los demás60. 
Este sistema exige que el reparto de la carga tributaria se haga tratando por 
igual a todos los contribuyentes que se encuentran en iguales situaciones 
económicas, pues como ha afirmado el TC “la igualdad absoluta, matemática 
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es, ciertamente, tal vez un ideal inalcanzable en cada caso concreto, pero el 
sistema debe tender hacia ella”61. 
Como comentábamos, el principio de igualdad no agota su contenido con el de 
capacidad económica, por el contrario, debe ser interpretado en conexión con 
otros principios. Asimismo ha reiterado el TC , que cuando se alega un trato 
desigual ante la ley tributaria, ello tiene unas connotaciones específicas, dado 
que la igualdad ha de valorarse, en cada caso, teniendo en cuenta el régimen 
jurídico sustantivo del ámbito de relaciones en que se proyecte, y en materia 
tributaria es la propia Constitución la que ha concretado y modulado el alcance 
de su art.14 en un precepto, el art. 31.1, cuyas determinaciones no pueden 
dejar de ser tenidas en cuenta, pues la igualdad ante la ley tributaria resulta 
indisociable de los principios de generalidad, capacidad, justicia y progresividad 
que se enuncian en el último precepto constitucional citado62. 
El TC acude a una distinción de gran importancia entre discriminación contraria 
al art.14 CE, por estar basada en una diferenciación de índole subjetiva, la cual 
es recurrible en recurso de amparo y la desigualdad fundada en un elementos 
objetivos, que es la contemplada en el artículo 31 CE,  no recurrible en 
amparo63. Desde esta perspectiva, cabe afirmar que si se produce una 
discriminación frente al tributo basada en circunstancias personales o sociales  
(como el hecho de estar casado en la STC 45/1989 que declaró 
inconstitucional la acumulación de rentas entre los miembros de la unidad 
familiar), se vulnera tanto el art. 31.1 como el art. 14, y dicha vulneración abre 
las puertas al recurso de amparo, tras haber agotado las vías ordinarias. En 
cambio si la discriminación es exclusivamente por razón de la situación 
económica, sin conexión con circunstancias personales o sociales, el art. 14 no 
se verá afectado. Tal distinción resulta de difícil apreciación en la práctica64.  
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Debe tenerse también en cuenta, que el principio de igualdad, tal como 
aparece concebido en el art. 31 de nuestra Constitución, no se predica 
únicamente del sistema tributario, sino también de los gastos públicos65. 
Por todo ello podemos concluir que la CE recoge un específico principio de 
igualdad en el ámbito tributario, con unas matizaciones diferentes del genérico 
principio de igualdad consagrado en el art. 14 de nuestra Constitución.    
En la STC 222/1992, de 11 de diciembre se señala en voto particular por el 
Magistrado RODRIGUEZ BEREITO, que las parejas de hecho y los matrimonios no 
son situaciones plenamente equiparables, puesto que la unión de hecho no es 
una institución jurídicamente garantizada, ni hay un derecho expreso a su 
establecimiento. Cuestión distinta es si el matrimonio, más allá de la regulación 
civil que le es propia, puede constituirse en supuesto de hecho de otras normas 
jurídicas que, en sectores distintos del ordenamiento, atribuyan derechos o, en 
general, situaciones de ventaja. Planteada en tales términos, esta pregunta no 
admite respuestas radicales o genéricas66. 
Debemos preguntarnos en este sentido, si existe falta de igualdad tributaria del 
31.1 CE en el marco de las parejas de hecho frente a los matrimonios. 
Hacemos hincapié en la capacidad económica de los mismos, dado que ambos 
tipos de familias deben atender a sus necesidades y cargas familiares de igual 
forma, sin parecer razonable que solo quepa el acceso a determinados 
beneficios fiscales por el mero hecho del matrimonio .En opinión del catedrático 
MARTIN QUERALT estamos ante una cuestión pendiente de respuesta clara por 
el Tribunal Constitucional67.  
2.2.2 Principio de capacidad económica 
La capacidad económica es el criterio básico de justicia tributaria y como tal 
sirve para dar contenido a los principios de generalidad, igualdad y 
progresividad. También es un mandato al legislador a la hora de seleccionar los 
hechos imponibles que van a gravarse y de diseñar los demás elementos del 
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tributo68. Este principio constitucional no  absorbe por completo el valor superior 
de justicia tributaria, sin embargo constituye un elemento imprescindible para el 
logro de aquella69.  
El tributo busca una manifestación de riqueza material en su variada gama de 
posibilidades y como tal no puede gravar más que en concordancia con el nivel 
económico de cada ciudadano70.  
Decir que se debe contribuir y pagar tributos de acuerdo con la capacidad 
económica del obligado tributario es un mandato constitucional. Las 
discrepancias comienzan en el momento de determinar qué hechos son 
indicativos de capacidad económica. A este respecto el legislador al configurar 
una determinada situación como hecho imponible, está atendiendo a un 
supuesto que, normalmente es indicativo de tal capacidad económica71. 
Pero como es lógico, el legislador no puede formular casuísticamente los 
supuestos en que un mismo hecho es o no verdaderamente indicativo de esa 
capacidad económica.  En tales casos, si realmente no es indicativo de la 
misma en el supuesto concreto, se permite por la vía de exenciones o 
bonificaciones encontrar la solución. Lo que no cabe en tales casos es la 
exclusión a priori de la normativa general. Es reiterada la doctrina del TC sobre 
la conexión del principio de capacidad económica con el deber de contribuir 
establecido en el art. 31.1 CE, relacionando dicho principio, no con cualquier 
figura tributaria en particular, sino con el conjunto del sistema72. 
La exigencia de capacidad económica viene así referida y concebida como una 
exigencia predicable de todo el ordenamiento tributario. Se trata de una 
consideración del mismo a nivel global del sistema73.  
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                2.2.4 Principio de progresividad   
La CE en su art. 31.1 reclama que la justicia tributaria se inspire en la 
progresividad, al mismo tiempo que en la igualdad a la que complementa. A tal 
principio se refiere también el art. 3.1 de la Ley General Tributaria. 
Se articula de forma que pueda responder a la consecución de fines no 
estrictamente recaudatorios, sino para la consecución de unos fines distintos, 
como pueden ser la distribución de la renta, el principio de justicia material en 
el terreno tributario  o cualquiera de los fines previstos por el propio art. 40 de la 
CE. Como límite infranqueable tiene la no confiscatoriedad74. 
La progresividad se exige del sistema tributario en su conjunto y por tanto es 
compatible con la existencia de tributos proporcionales. Ahora bien, dado que 
el sistema tiene que ser progresivo, parece necesario que al menos sea 
progresivo el tributo que grava el principal índice directo de capacidad 
contributiva de las personas físicas, es decir el IRPF, si bien técnicamente 
bastaría para que fuera progresivo, con la existencia de un mínimo exento, 
aunque el tipo fuera proporcional. Tal progresividad tiene su ámbito natural de 
aplicación en los impuestos personales y directos, dado que en los impuestos 
reales podría resultar contraria a la capacidad contributiva75.  
2.2.5 Principio de no confiscatoriedadLa jurisprudencia constitucional 
considera la prohibición de confiscatoriedad como una manifestación más del 
principio de capacidad económica. Para el TC la capacidad es una exigencia 
lógica que obliga a buscar la riqueza allí donde se encuentre; y a ello se une 
otra exigencia lógica que obliga a no agotar la riqueza a través del tributo o de 
los distintos tributos que recaen sobre un mismo objeto76. 
Otro enfoque plenamente compatible con el anterior, consiste en considerar 
que el principio de no confiscatoriedad supone un límite extremo que dimana 
del reconocimiento del derecho de propiedad, cuya finalidad es impedir una 
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radical aplicación de la progresividad que atentara contra la capacidad 
económica que la sustenta77.  
El TC en su sentencia SSTC 14/1988, de 22 de enero  se ha pronunciado sobre la 
no confiscatoriedad del sistema, entendiendo que “obliga a no agotar la riqueza 
imponible, so pretexto del deber de contribuir, y que este efecto solo se 
produciría si se llegara a privar al sujeto pasivo de sus rentas y propiedades”78. 
No obstante resulta difícil técnicamente determinar, en abstracto, si del régimen 
legal de un tributo puede derivarse per se efectos confiscatorios79. 
2.3 Tratamiento Jurisprudencial.  
Los impuestos que resultan relevantes a la hora de analizar el tratamiento 
diferenciado que dispensa el Derecho Tributario al matrimonio y las parejas de 
hecho son los impuestos subjetivos y directos  que gravan a las personas 
físicas, es decir, el IRPF, el ISD, y el IP, aunque la importancia de este último 
es mucho menor que en los otros dos impuestos. Junto a éstos, en una 
trascendencia aún menor, debe señalarse a un impuesto indirecto  como es el 
ITPO. 
Se trata de impuestos estatales y cedidos a las CCAA de régimen general. Tal 
configuración de cesión parcial es lo que ha facilitado que algunas CCAA como 
por ejemplo Cataluña, Andalucía, Baleares o Madrid hayan equiparado 
parcialmente a los miembros de las parejas de hecho con los cónyuges,  a 
efectos de algunos de estos impuestos. 
Por su importancia en el tema de estudio planteado profundizaremos 
seguidamente en el IRPF, sin olvidarnos de hacer mención al ISD para poder 
alcanzar una visión global de la problemática suscitada. 
Según los principios de igualdad  tributaria y capacidad económica creemos 
que no que es posible dar un distinto tratamiento a matrimonio y parejas de 
hecho, dado que desde el punto de vista fiscal no parecen acreditarse 
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diferencias fundadas que permitan hacer tal distinción atendiendo a los 
principios constitucionales que rigen en la materia. 
2.3.1 La tributación familiar en el IRPF 
El IRPF es un tributo de carácter personal  y directo que grava, según los 
principios de igualdad, generalidad y progresividad, la renta de las personas 
físicas de acuerdo con sus circunstancias personales y familiares del sujeto 
pasivo, cuya regulación comparten parcialmente el Estado y las Comunidades 
Autónomas.  El IRPF tiene por objeto la renta del contribuyente que reside en 
territorio español, entendida como la totalidad de sus rendimientos, ganancias y 
pérdidas patrimoniales, así como las rentas que les sean imputables, con 
independencia del lugar donde se hubiesen producido y cualquiera que sea la 
residencia del pagador80.  
En el ámbito tributario la definición jurídica de unidad familiar es relevante para 
el tratamiento impositivo en el IRPF, si se tiene en consideración las diversas 
necesidades económicas y situaciones familiares que son sometidas a 
tributación.  
En su día, se estableció un modelo único de tributación conjunta y solidaria al 
impuesto. Fue duramente criticada la obligatoriedad de tributación conjunta por 
parte de la doctrina, dado que se producía un sistema desfavorable para los 
cónyuges. Tal situación conducía a una falta de interés por la institución del 
matrimonio, condicionando por tanto una decisión tan personal e íntima, 
basada meramente en aspectos fiscales. 
Finalmente el Tribunal Constitucional en, la  sentencia 45/1989, manifestó al 
respecto, que esta regulación al no admitir la posibilidad de optar por 
declaraciones separadas, resultaba discriminatoria por cuanto que la obligada 
introducción de diversos sujetos en una unidad tributaria para retenerlos en 
conjunto a un tributo de naturaleza individual no debía ser justa, pues de otra 
manera dañaría, solo por esto, el principio de igualdad.  La misma sentencia 
afirmó que la utilización de la unidad familiar como unidad contribuyente en 
cuanto implica una diferenciación fiscal de sus miembros por el hecho de serlo, 
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no puede ser considerara como una diferencia razonable, si se le considera 
apoyada, como razón única, en la de un supuesto incremento de la capacidad 
económica de sus miembros. 
Es decir, la agrupación de rentas de todos los integrantes de la unidad familiar, 
unida a la acción de una escala progresiva, conllevaba una discriminación 
frente a situaciones de hecho y similares, enfrentada especialmente por su 
afectación, al principio de igualdad en materia tributaria.81 Por este motivo la 
sentencia declaró la inconstitucionalidad  de la obligación de presentar 
declaración conjunta en el caso de existencia de vínculo matrimonial. Hoy 
sucede que las parejas de hecho, son las que carecen de la posibilidad de 
tributación conjunta, dado que el ordenamiento tributario no las considera 
unidad económica. No se les permite a las mismas crear unidades familiares 
que no encajen en este tipo a efectos fiscales, dado el modelo permitido 
legalmente es el vínculo matrimonial.  
Las dos modalidades del concepto de unidad familiar a efectos de tributación 
conjunta del IRPF, aparecen contempladas expresamente en el art. 82 de la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del IRPF, que la definen como la integrada 
por los esposos no separados legalmente y, en todo caso, por los hijos 
menores de 18 años, que cohabiten con los padres y también el desempeño 
para los hijos mayores de edad incapacitados judicialmente de la patria 
potestad prolongada o rehabilitada82. En su apartado segundo se hace 
mención a que, en los procesos de separación legal, o cuando no existiera 
vínculo matrimonial, se constituirá otra variedad de unidad familiar, la integrada 
por unidades familiares monoparentales, formada tanto por el padre como la 
madre y cuantos hijos tengan en custodia cualquiera de los mismos. Esta 
noción de unidad familiar del IRPF rechaza por tanto a las parejas de  hecho. 
Se tendrá facultad para declararse por uno de los padres como unidad 
monoparental  y cuantos hijos  tengan en común, mientras que el otro padre 
declarará de forma individual.  
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El Constitucional analiza la problemática de si la tributación conjunta a la que 
pueden acogerse la unidad familiar de los matrimonios, representa una 
diferencia de trato fiscal respecto de la imposición individual por parte de las 
parejas de hecho en la sentencia STC 47/2001, de 15 de febrero, resolviendo 
que no supone tal discriminación, pues por un lado existe la facultad de opción 
de los que están unidos legalmente, y por otro, el sistema en su totalidad no 
resulta más gravoso83. Paradójicamente, como señala VILLAVERDE GÓMEZ, este 
sistema de tributación conjunta perjudica a las parejas casadas en las que 
ambos cónyuges tengan ingresos, y por el contrario, beneficia a las familias 
monoparentales. Dentro de estas, las llamadas a obtener mayores ventajas 
fiscales serán las parejas de hecho84.  
En este sentido, la STC 47/2001 dirimía un supuesto de hecho en que los 
padres, casados, habían optado por presentar declaraciones en las que cada 
uno de los cónyuges incluía a uno de sus dos hijos. A juicio del TC, era claro 
que el objetivo era obtener ventajas fiscales derivadas de presentar una 
declaración relativa a un único perceptor de rentas, sumando las ventajas de 
aplicar una tarifa más baja como es la prevista para la tributación conjunta, 
para lo que formaban una unidad familiar con uno de sus hijos. Dicha 
posibilidad no está permitida por la LIRPF, que configura la unidad familiar 
como la formada por los dos progenitores casados, con sus hijos si los hubiere. 
Aun así, en opinión de SALA GALVÁN se da una situación en la que en ocasiones 
salen beneficiadas las parejas de hecho y en ocasiones los matrimonios, sin 
que se ofrezca una respuesta univoca85.  
La justicia tributaria y especialmente el principio de igualdad, demandan que a 
igual capacidad económica se adquiera igual trato en el IRPF, y por ello, es en 
perfiles de justicia e igualdad, debe protegerse la singularidad y libertad de los 
contribuyentes en su compromiso, con la contribución. La diferencia de trato de 
los sujetos integrados en la unidad familiar en comparación con los que no se 
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hallan, solo podrá ser aceptada, según lo acordado, en la medida en que 
también puedan ser ajustadas y convenientes con tal diferencia86. 
No obstante debemos clarificar que  aunque la capacidad económica gravada 
es la que corresponde al individuo y no a la unidad familiar, el impuesto cuenta 
con disposiciones conforme a las cuales adquieren un papel relevante el 
concepto de familia. El Constitucional en su sentencia 45/1989, de 12 de 
febrero, deja claro que es a los solos efectos de descartar que se utilice la 
unidad familiar como unidad contribuyente para presumir un supuesto 
incremento de la capacidad económica de sus miembros, pero añadiendo que 
la diferencia de trato de los sujetos integrados en la unidad familiar en relación 
con quienes no lo están solo serán aceptables, en consecuencia, en la medida 
en la que sean también adecuadas y congruentes con tal diferencia, lo que 
significa que se puede y se debe tener en cuenta la especial situación de los 
miembros de una familia a la hora de valorar los intercambios económicos que 
entre ellos se puedan producir para dispensar a los integrantes de la unidad 
familiar un trato fiscal más favorable.87 La carga fiscal de los individuos no 
debería variar por el único motivo de contraer matrimonio.  
Por otra parte, en el análisis del tratamiento fiscal  se prevé en el IRPF un 
mínimo por contribuyente, por descendientes y por ascendientes, así como por 
discapacidad. El concepto de mínimo personal y familiar tiene como objetivo 
principal delimitar la capacidad tributaria del sujeto pasivo del impuesto, 
exonerando explícitamente del gravamen aquellos recursos que, en opinión del 
legislador, son imprescindibles para atender las necesidades mínimas del 
individuo o de la unidad familiar88. 
Las cuantías del mínimo personal y familiar, se obtendrán sumando las 
cantidades aplicadas por los conceptos que procedan, teniendo en cuenta que 
las cantidades que componen el mínimo familiar no podrán aplicarse cuando 
los ascendientes o descendientes presenten declaración propia, y que cuando 
dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de los mínimos 
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familiares, su importe se prorrateará entre ellos. En este caso las parejas 
casadas se encuentran en idéntica situación que las parejas de hecho. 
2.3.2 Unidad familiar en el ISD 
El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones es un impuesto directo, subjetivo, 
personal y progresivo cuyo objeto de gravamen son los incrementos de 
patrimonio obtenidos a título gratuito, mortis causa o inter vivos por personas 
físicas. El impuesto se exige en todo territorio nacional, pero la regulación no es 
homogénea en todos los territorios de régimen común. En este sentido las 
Comunidades Autónomas tienen capacidad normativa para regular ciertos 
elementos de tributación (tarifa, reducciones de la base imponible, 
deducciones…) así como otros aspectos relacionados con la gestión del 
mismo89.  
Encontramos en el mismo, supuestos en los que la normativa tributaria 
dispensa un tratamiento favorable a la unidad familiar mediante reducciones 
cuantitativas en la base imponible que pueden aplicarse a descendientes, 
ascendientes y cónyuges del causante. Así como los coeficientes 
multiplicadores sobre la cuota del mismo impuesto que pueden aplicarse 
también descendientes, ascendientes y cónyuge del causante. En el presente  
trabajo centramos nuestro estudio únicamente en las uniones entre cónyuges y 
parejas de hecho.   De cualquier forma, sólo a estos efectos resulta relevante el 
tratamiento fiscal dispensado, dado que en las relaciones verticales 
(ascendientes, descendientes), resulta totalmente irrelevante el tipo de unión. 
En relación a este impuesto, el Tribunal Constitucional inadmitía a trámite 
mediante el Auto 129/2016 de 21 de junio, por manifiestamente infundada, una 
cuestión de inconstitucionalidad, por posible vulneración de los art. 14 y 31 CE, 
planteada por la Sección 2ªde la Sala Tercera del Tribunal Supremo en relación 
con el art. 20.2 a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre. (LISD). El problema 
se constriñe a la ubicación del conviviente more uxorio de una pareja 
homosexual en el grupo II o en el grupo IV, siendo el primero el que 
corresponde a los cónyuges y el segundo el que corresponde a los extraños. El 
Tribunal Supremo formula dos interrogantes al TC: si resulta razonable 
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considerar extraño al supérstite de una pareja homosexual que convivio more 
uxorio con el finado sin poder legalmente contraer matrimonio a los efectos de 
cuantificar el ISD; y si resulta proporcionado que, siendo idéntica capacidad 
económica gravada en este Impuesto, la LISD permita que la carga tributaria 
de este conviviente supérstite acabe siendo más del doble de la que hubiera 
correspondido al cónyuge supérstite en las mismas circunstancias. La 
respuesta por parte del TC es la de que existe clara analogía de la cuestión con 
la ya resuelta STC 92/2014, en cuanto a que el 20.2 a) II LISD no provoca 
discriminación por orientación sexual. Se  procede declarar la inadmisión a 
trámite de tal cuestión de inconstitucionalidad al carecer de viabilidad 
suficiente. Posiblemente el Constitucional debiere haber ahondado en una 
cuestión que puede considerarse imprejuzgada por el momento, como se pone 
de relieve en el voto particular formulado por el Magistrado RODRIGUEZ BEREIJO, 
atendiendo a la inexistencia de doctrina constitucional en el ámbito tributario 
sobre este problema: la constitucionalidad o no de la discriminación, en el 
terreno tributario de los contribuyentes unidos de hecho frente a los que han 
contraído legalmente matrimonio y si la carga fiscal resultante resulta o no 
proporcionada a la capacidad económica tomada en consideración90. 
3. DERECHO COMPARADO  
La actual realidad social se caracteriza por la normalización de nuevas formas 
de desarrollo y vida en familia. Se ha visto reflejada también en el marco del 
derecho comparado, y al igual que sucede en las legislaciones autonómicas, 
existen conceptos distintos de parejas de hecho o distintas modalidades de 
convivencia al margen del matrimonio. Las diferencias entre los países son 
notables. El Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales, firmado el 4 de noviembre de 1950, declara en su 
art. 12 que “el hombre y la mujer tienen derecho a casarse y a fundar una 
familia según las leyes nacionales que rijan el ejercicio de este derecho” y 
reconoce también en el art.8 del mismo, “el derecho de toda persona al respeto 
de su vida privada y familiar“. El TEDH ha declarado en diversas ocasiones 
que, la protección de la familia en el sentido tradicional del término es un 
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 Martin Queralt., <Beneficios fiscales al matrimonia y…cit. 
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objetivo relevante y legítimo, incluso digno de elogio, que puede llegar a 
justificar diferencias de trato, siempre que se respete el principio de 
proporcionalidad.91 Del Convenio no deriva obligación para los Estados de 
dotar a las parejas no casadas de un estatuto análogo al de las casadas92. La 
familia natural o de hecho es, una familia en el sentido del art.8 del Convenio, 
según resulta de reiterada jurisprudencia. El concepto de familia contemplado 
no se limita a relaciones basadas en el matrimonio, y puede englobar otros 
vínculos familiares de facto cuando las partes conviven fuera del matrimonio.93 
Para que pueda apreciarse la existencia de un vínculo familiar de hecho puede 
ser de utilidad analizar y tener en consideración una serie de elementos, como 
por ejemplo que los miembros de la pareja vivan juntos y el tiempo de 
convivencia o que tengan hijos en común, prueba del compromiso entre 
ambos94, no obstante debe exigirse convivencia para concluir que existe vida 
familiar95. No obstante, el TEDH era reticente en cuanto a la apreciación de 
existencia de vida familiar, en la unión de personas del mismo sexo. El mismo 
entendía que en este campo, a pesar de la evolución que podía constatarse en 
varios países europeos tendente a su reconocimiento de estas uniones, y a la 
ausencia de denominador común ampliamente compartido, los Estados 
conservaban un amplio margen de apreciación96. 
No obstante, en la actualidad, mediante el caso “Schalk and Kopf v. Austria”97, 
se produce una novedad significativa en la jurisprudencia del TEDH. La corte 
ha establecido que si bien no es discriminatorio requerir la diversidad de sexos 
como calificación necesaria para el acceso a la institución, sí incorpora a las 
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 Sentencias Marckx apartado 40; Mazuek apartado 50, Karner apartado 40; decisiones 
Saucedo Gómez y Mata Estevez; decisión de la Comision Quintana Zapata 
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 Sentencia Johnson, apartado 68. 
93
 Sentencias Marckx apartado 31, Johnston apartado 55, Keegan apartado 44, Elsholz 
apartado 43 y otras. 
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 Sentencias Kroon apartado 30, Merger y Cros apartado 45.  
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 Sentencias Kroon apartado 30 y Lebbink apartado 36. 
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 Decisión Mata Estévez y también criterio compartido por la Comisión Europea de Derechos 
humanos: decisión de la Comision Röösli. 
97
 Corte Europea de Derechos Humanos, “Case of Schalk and Kopf v.Austria”, Sentencia 
nº30141/04 de 24 de junio de 2010 
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uniones de personas del mismo sexo en el concepto de vida familiar según 
como está referido en el art.8 del Convenio anteriormente mencionado98. 
El matrimonio civil es un estado civil reconocido en todos los países de la UE. 
Debemos tener presente que las normas que regulan el resto de uniones, como 
las uniones civiles, las uniones registradas o las uniones de hecho, son 
distintas a las del matrimonio. No obstante existen diferencias internas dentro 
de la institución del matrimonio de cada estado miembro. Entre ellos los 
deberes y obligaciones de las parejas casadas. También es necesario atender 
a la relación entre el matrimonio civil y religioso de los diferentes países. 
Algunos de los mismos consideran el religioso equivalente al civil y en cambio 
otros no. En cuanto al derecho de las parejas del mismo sexo a casarse, 
tampoco existe unanimidad de criterio. A día de hoy conceden ese derecho los 
siguientes países de la UE: Bélgica, Dinamarca, España, Francia, Irlanda, 
Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, Suecia y Reino Unido (excepto Irlanda 
del Norte). Por otra parte las parejas de hecho – uniones civiles o uniones 
registradas- pueden oficializar su relación en varios países de la Unión 
Europea. Este tipo de unión permite a las personas que conviven en pareja 
registrar su relación ante la administración correspondiente a su país de 
residencia. La situación es compleja, dado que las diferencias entre los países 
de la UE en este ámbito son enormes y de ellas depende que quepa la 
posibilidad de celebrar o no una unión civil, que la unión civil otorgue unos 
derechos u otros y que el país en cuestión reconozca o no una unión contraída 
en el extranjero. No obstante, la legislación de los siguientes países de la UE 
no contempla las uniones registradas: Bulgaria, Letonia, Lituania, Polonia, 
Rumania, Eslovaquia99. 
A modo de ejemplo, nombraremos diversos países, que si bien todos ellos 
conservan particularidades propias de su soberanía en la regulación de tales 
instituciones, tienen en común puntos de conexión que, nos resultan 
importantes en la futura evolución de nuestra legislación estatal. 
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 Lafferriere,J., Basset  C., <Matrimonio, Familia y uniones de personas del mismo sexo en la 
jurisprudencia de la Corte Europea> ArtPersona y Derecho nº63, Buenos Aires, 2012, P.2. 
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 Ezquerra Ubero J.J., <Las parejas de hecho como sujeto de las políticas familiares en la 
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3.1 La regulación de las parejas de hecho en Alemania a la luz de su 
Impuesto sobre Sucesiones 
El Tribunal Constitucional alemán determinó el 21 de julio del 2010 que la 
normativa del Impuesto sobre Sucesiones que exigía una mayor presión fiscal 
a los miembros de una pareja de hecho registrada que a los de un matrimonio 
resulta inconstitucional por violar el principio de igualdad establecido en el art. 
3.1 de la Constitución alemana. Los bienes transmitidos por causa de muerte 
entre integrantes de una pareja de hecho registrada se sometían a una presión 
fiscal sensiblemente  mayor a la que hubiera correspondido caso de un 
matrimonio. Por ello, se alegaba que tal normativa era inconstitucional al ser  
contraria al principio de igualdad ante la ley, y ello consecuencia de la limitación 
de la pareja de hecho a personas del mismo sexo. Se produjo la modificación 
de la legislación exigida por el Tribunal Constitucional, mediante el art. 14 de la 
Ley anual tributaria de 2010 (Jahressteuergesetz 2010)100.Tal consideración no 
sería aplicable al caso español, donde cualquier pareja (independientemente 
de si está formada por dos personas del mismo o de diferente sexo) puede 
contraer matrimonio o formar una pareja de hecho registrada (en este último 
caso, de acuerdo con los requisitos previstos en la normativa  de cada 
Comunidad Autónoma). Así pues, parece que si el legislador español optara 
por dar a las parejas de hecho registradas un peor trato fiscal que a los 
matrimonios, ello no resultaría contrario al principio de igualdad ante la ley 
recogido en el art.14 de la CE. Por otra parte, el principio de capacidad 
económica, central en el ámbito tributario, tampoco permite justificar la 
diferente presión fiscal que se exige a matrimonios y parejas de hecho 
registradas, ya que en ambos casos las transmisiones patrimoniales por causa 
de muerte comportan el mismo incremento de capacidad económica101.  
3.2 El tratamiento de la unidad familiar en Francia 
En Francia existen tres formas jurídicas que permiten regular la  vida 
familiar: la unión libre o concubinato, el Pacto Civil de Solidaridad (PaCS) 
(unión civil registrada) y el matrimonio. Tanto las parejas del mismo sexo 
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 Vega García A., < La equiparación en Alemania de las parejas de hecho registradas 
(eingetragene Lebenspartnerschaften) a los matrimonios en el Impuesto sobre Sucesiones > 
Universitat Popmeu Fabra, 2011. P.6. 
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cuanto las heterosexuales gozan prácticamente de los mismos derechos, 
excepto en lo que concierne a las técnicas de reproducción asistida. 
El PaCS no otorga derechos sucesorios ab intestato. Es necesario pues un 
testamento o un seguro de vida para obtener cualquier beneficio mortis causa. 
Cada uno de los miembros de la pareja puede heredar del otro por vía 
testamentaria o recibir en donación hasta 80.724 euros sin carga impositiva 
alguna, a partir de dicha suma se debe pagar un impuesto proporcional a lo 
recibido (como sucede entre cónyuges). Del punto de vista fiscal, los miembros 
de la pareja que hayan celebrado un PaCS están obligados a declarar 
conjuntamente el impuesto a las ganancias, del cual son además solidarios102. 
3.4 Los países nórdicos: pioneros en el tratamiento jurídico de las 
familias modernas 
Fueron los primeros en reflejar en normas jurídicas la atención a otras formas 
familiares103,  Desde el respeto a la libertad individual se considera que quien 
pretenda los efectos estipulados para el matrimonio debe casarse. Sin 
embargo, y es aquí donde nos resulta de gran importancia para nuestro trabajo; 
en el ámbito del derecho social y el derecho fiscal, el matrimonio no es el 
criterio de discriminación para un tratamiento diferenciado. 
3.5Equiparación fiscal de las parejas de hecho en Portugal 
En un ámbito territorial de mayor cercanía encontramos a Portugal que, si bien 
desde el punto de vista del derecho privado presenta efectos más reducidos 
que en el caso de los países nórdicos, sí que equipara la pareja de hecho 
conviviente al cónyuge, en el ámbito del derecho del trabajo, en el fiscal y 
respecto a determinadas pensiones de la Seguridad Social104. 
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  Borillo D., <Uniones libres, convivenciales y conyugales del derecho Francés> Revista de 
derecho privado y comunitario, 2014, P.523-528. 
103
  En Suecia la Ley 1987: 232 del Hogar común de los convivientes de hecho, la ley 1987:232 de 
convivientes homosexuales y la ley de registro de la pareja de hecho.  En Dinamarca, primer país en 
regular el matrimonio entre homosexuales la ley nº372 de registro civil de parejas de 7 de junio de 1989. 
En Noruega la Ley de registro de parejas de 1 de agosto de 1993. 
104
 Ley 7/2001 Regulación para las parejas de hecho. 
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CONCLUSIONES 
 
I. Si bien el matrimonio es una institución social garantizada por la 
Constitución Española en su art.32 CE, la obligación constitucional de 
protección por parte de los poderes públicos a la familia, derivada del 
art.39 CE, subsume a las parejas de hecho. En dicho artículo no se hace 
referencia alguna a que la única familia merecedora de tutela sea la que 
tiene origen matrimonial. 
II. El Matrimonio y las parejas de hecho no son situaciones equivalentes y 
llevan aparejadas consecuencias jurídicas distintas, por este motivo es 
legítimamente constitucional la diferencia de trato entre ambas 
realidades, siempre que las mismas no sean irrazonables o 
manifiestamente desproporcionadas. 
III. La garantía constitucional del matrimonio y la permisividad de 
tratamiento diferenciado, se proyecta en el régimen civil pero no 
necesariamente tiene razón de ser en otros ámbitos del ordenamiento 
jurídico. 
IV. A raíz de la promulgación de la Ley 13/2005 de 1 de julio que posibilita el 
matrimonio entre personas del mismo sexo, se ha erradicado del 
ordenamiento jurídico la imposibilidad a la que se veían abocadas tales 
uniones, y fruto de ello podemos afirmar que en la actualidad aquellos 
que no contraen matrimonio lo hacen desde la convicción inequívoca de 
no querer quedar sometidos a su régimen. 
V. Las parejas de hecho no han sido reguladas por el legislador estatal 
mediante un cuerpo legislativo único, meramente se han ofrecido 
respuestas dispersas en los diferentes ámbitos del ordenamiento 
jurídico. Esto ha conducido a que diversas CCAA hayan regulado su 
propia normativa al respecto, agravando las diferencias que se 
presentan entre los ciudadanos según el lugar donde tengan establecida 
su residencia. 
VI. La legislación tributaria desconoce hasta el momento las parejas de 
hecho y no las asume como parte de sus presupuestos normativos, pese 
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a representar una variedad de familia susceptible de protección y 
tratamiento fiscal beneficioso. 
VII. Los principios tributarios que aparecen consagrados en la Constitución, 
son el marco y la garantía de la que gozan los contribuyentes frente al 
Estado, a la hora de que el mismo configure los tributos. En este sentido, 
el art. 31.1CE pretende alcanzar la justicia en éste ámbito, mediante el 
principio de igualdad tributaria, capacidad económica, progresividad y no 
confiscatoriedad. 
VIII. La igualdad tributaria debe ser observada desde la perspectiva de la 
capacidad económica, tratando igualitariamente a todos los 
contribuyentes que se encuentren en idénticas situaciones económicas. 
Debemos preguntarnos en este sentido, si la falta de equiparación fiscal 
entre uniones matrimoniales y parejas de hecho resulta carente de 
fundamentación en relación a los principios constitucionales. 
IX. Los impuestos subjetivos y directos como el IRPF y el ISD, adquieren 
mayor relevancia a la hora de analizar la falta de equiparación que se 
dispensa a ambos tipos de familia. Se excluye del concepto de unidad 
familiar del art. 82 de la LIRPF, a efectos de tributación conjunta, a las 
parejas de hecho al no integrarlas entre sus supuestos. Por su parte en 
el ISD el conviviente more uxorio, se ubica en el grupo IV (referido al art. 
20.2, letra a) de la LISD) que corresponde a los extraños, frente al grupo 
II que integra entre otros a los cónyuges, otorgándoles reducciones 
cuantitativas en la base imponible y coeficientes multiplicadores sobre la 
cuota del impuesto. 
X. El derecho comparado también se ha visto influido por estas nuevas 
formas de familia. Las diferencias entre países son notorias, fruto de la 
soberanía propia de cada uno de ellos y de su singular concepción en 
relación a las mismas. En cualquier caso, y pese a la gran variabilidad 
existente, encontramos que a  nivel fiscal a diferencia de lo que en el 
momento actual sucede en España, mayoritariamente se atribuye un 
régimen de equiparación entre ambas realidades. 
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ANEXOS 
I. DEFENSORA DEL PUEBLO: Equiparación del tratamiento fiscal 
entre matrimonios y parejas de hecho 
Tipo de actuación: Recomendación  Fecha: 02/07/2015   
Administración: Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. Secretaría 
de Estado de Hacienda  
Respuesta de la Administración: Rechazada  
Queja número: 15003328  
Texto 
Se ha recibido su escrito, en el que contesta a la queja de referencia, sobre 
el reconocimiento de las parejas de hecho en el ámbito del Impuesto sobre el 
Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. En el mismo 
indica las razones consideradas para el mantenimiento de la regulación 
vigente. 
Consideraciones 
La primera razón alegada para no acometer reforma alguna se basa en 
la desaparición de la anterior discriminación que impedía contraer matrimonio a 
personas del mismo sexo, afirmación que viene a reducir al seno del 
matrimonio la idea constitucional de familia que los poderes públicos están 
obligados a proteger económica y jurídicamente. En este sentido el Tribunal 
Constitucional en Sentencia 116/1995 es tajante, el concepto constitucional de 
familia del artículo 39 no se reduce a la matrimonial. 
Por tanto, la familia lo es con independencia de su origen matrimonial o 
no matrimonial, pero ello no quiere decir que exista o deba de existir una 
equiparación entre matrimonio y uniones de hecho; tales uniones pueden 
obedecer a planteamientos personales, libres, diferentes y esas opciones 
personales requieren igualmente un respeto. La aplicación de las normas del 
derecho de familia no debería depender de la celebración del matrimonio, sino 
de la existencia de relaciones humanas de tipo familiar. Si la familia, como 
grupo humano básico que asegura el desarrollo de la personalidad, en un 
marco de afecto, solidaridad y ayuda mutua, es una realidad social protegida 
por el derecho, debe ser indiferente el origen de esta. 
Se sostiene que hay una pluralidad de modelos familiares que pueden 
estar amparados por esta norma. La protección que el art. 39.1 de la CE 
dispensa a la familia no queda limitada a la “familia legítima matrimonial”, sino 
que puede comprender otras formas de convivencia. Por otra parte, un sector 
doctrinal funda el reconocimiento jurídico de las parejas de hecho en la 
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existencia de un derecho fundamental a no casarse, que consideran 
consagrado en la CE, como reverso al derecho constitucional a contraer 
matrimonio. 
En cualquier caso, el reconocimiento jurídico global del fenómeno de las 
parejas de hecho y, por tanto, su institucionalización, es hoy una tendencia, 
que ha encontrado reflejo legislativo a nivel autonómico. No parece lógico que 
la finalidad del matrimonio esté constituida por la obtención de beneficios 
fiscales que de otra forma no se conseguirían. 
La segunda razón alegada por esa Secretaría de Estado parece centrarse en 
la existencia de una variada normativa autonómica, que precisamente suscita 
situaciones diferenciadas que pueden dar lugar a discriminaciones que en aras 
de la consecución del principio de igualdad reconocido en la Constitución 
deberían evitarse. No hay que olvidar, además que la competencia para regular 
los efectos jurídicos de la pareja estable es estatal -artículo 149.1.8 de la 
Constitución– y existe una laguna jurídica que se está llenando de forma 
sectorial y obliga a los ciudadanos a pedir día tras día el reconocimiento de 
unos derechos de los que disfrutan otras personas, que se encuentran en 
idénticas circunstancias a las suyas, solo que optaron por el matrimonio. 
Así pues la adopción de medidas generales, al menos en el ámbito tributario, 
evitaría estas diferencias y daría cumplimiento al artículo 9.2 y 31 de la 
Constitución. 
La tercera razón esgrimida para no solucionar la situación planteada en la 
queja obedece a que habría de analizarse en el marco de un proceso de 
reforma de los tributos locales con la participación de las entidades locales, a 
través de sus entidades representativas. Esta justificación se lleva alegando 
desde el año 2009 para evitar pronunciarse sobre cualquier propuesta que 
demanda la sociedad en materia de tributos locales. 
Lo fundamental es que hay que tener presente que el sistema tributario en 
su conjunto y cada tributo individualmente tienen que respetar los principios 
recogidos en el artículo 31 CE, y no se puede considerar que un sistema 
tributario es justo cuando no da un tratamiento igualitario a todos los 
ciudadanos que se hallan en idénticas situaciones de facto; como se ha 
indicado no parece lógico que la aplicación de los tributos sea el motivo para la 
celebración de matrimonios. El Tribunal Constitucional se ha pronunciado en 
varias ocasiones sobre los problemas de igualdad tributaria y, en concreto 
referidos a los matrimonios, la STC 45/1989 dice “…como la carga tributaria 
a que cada sujeto ha de hacer frente es en función de su capacidad 
económica, la definición de ésta y el método para determinarla han de 
establecerse mediante normas que efectivamente den a todos los sujetos un 
trato igual y no introduzcan entre ellos diferencias resultantes de su propia 
condición personal o de las relaciones que existan entre ellos y otras personas 
cuando ni aquélla condición ni estas relaciones son elementos determinantes 
del impuesto en cuestión.” 
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Decisión 
Hacer uso de la facultad conferida por los artículos 28 y 30 de la Ley 
Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, formulando la 
siguiente: 
RECOMENDACIÓN 
Acometer una reforma de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria equiparando el tratamiento fiscal de los matrimonios a 
las parejas de hecho. 
Acomodar la normativa de cada impuesto al tratamiento igualitario 
entre parejas de hecho y matrimonios. 
En espera de la remisión de la información, en la que se ponga de manifiesto 
la aceptación de esta RECOMENDACIÓN, o en su caso, de las razones que se 
estimen para no aceptarla, de conformidad con el artículo 30 de la Ley 
Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, le saluda muy 
atentamente, 
Soledad Becerril 
Defensora del Pueblo 
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II. INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (INE): Matrimonio y 
Parejas de hecho 2016. 
 
Encuesta Continua de Hogares (ECH). Datos referidos a 1 de enero 
del año  
Hogares: Resultados nacionales 
  
Número de parejas según tipo de unión y sexo de la pareja 
Unidades:  
  
  Total (Parejas) 
         2016 
         
    Total (Parejas) 11.176,7 
         
    Pareja casada 9.573,8 
         
    Pareja de hecho 1.602,9 
         
           
           
           
           Fuente:  
          Instituto Nacional de Estadística 
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RESUMEN EN INGLES 
 
Tax benefits of marriage and common-law couples 
The present paper faces the arduous task of reconciling the constitutionally 
legitimate differences of treatment between marriage and common-law couple 
with those strictly linked to the fiscal area. 
To fully understand the issue aroused there is a need to begin by analyzing the 
civil law, in order to continue observing how it determines the area of taxation. 
We should bear in mind that the tax law has its self-autonomy, but it is 
nourished from the civil law, from which the concepts that will be of great 
significance at the time of qualifying the taxable transactions of the tax 
regulations are extracted. 
The current social life shows a large increase in different forms of family, far 
from the traditional concept of marriage. While marriage continues to be the 
option chosen by the Spaniards, the institution suffered a significant decline in 
comparison with past decades.  
The response to such changes is not motivated by a particular reason. For 
example, there are partners who consider the common-law couple as a trial 
period before getting married. Others believe that the State should have nothing 
to do with this very personal sphere. 
The phenomenon of the common-law relationships tries to make his way as a 
recognised social fact and as a status protected by law. 
The adoption of the Law 13/2005 made it possible for same-sex couples to get 
married, who until then were limited to remain outside this institution.  
As a result of such law, Spain is in a position of equality and provides access to 
this institution to everyone who is willing to bear the expected consequences of 
getting married.  
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Accordingly, those couples who do not get married have decided not to do it 
consciously exercising their right to free development of one’s personality. They 
do not want to be subsumed by such rights and obligations.  
 That is why the financial marriage rules cannot be automatically applied to the 
common-law couples, although it is admitted by expressed or tacit agreement 
between the parties to be benefited from it. In line with this, the application by 
statutory analogy of the rules specific to marriage, such as the articles 97,96 
and 98 of the Civil Code must be avoided.  
The aim is to let common-law couples reach the agreements that must govern 
their property relationship for the duration of it. Moreover, these rules establish 
the way the couple liquidates their common assets, in the event of splitting. Said 
agreements will be valid, in accordance with Art.1255 of the Civil Code, 
provided that they have not been contrary to law, morality or public policy.    
Nevertheless, the above cannot lead us to exclude, where appropriate, the 
implementation of compensatory right, for cases where an unwanted imbalance 
can arise, in the supposition of dissolution of a common-law couple.  
At this point, I would highlight that the constitutional guarantee of marriage is 
projected on its civilian rule, however it does not necessarily provide privileges 
from other sectors such as the tax sector.   
In the Judgement 184/1990, the CC (Constitutional Court) believes that there 
are reasons of legal certainty and security, as well as reasons of consistency 
with the option not to enter into matrimony, so common-law couples do not have 
to assume the duties, but they are neither allowed to have access to the rights 
deriving from the marital union. For this reason, it concludes that marriages and 
common-law couples are situations legally different. 
All this leads the CC to indicate in the same judgement, that the inequality in the 
legal treatment is constitutionally justified, but the opposite option would be as 
well, in such a way that if the legislator wanted, he can eliminate it, as several 
regional legislations have done, in isolated references to the central legislator.    
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This new model of coexistence requires an appropriate response to the Spanish 
law, since the lack of a state law leads to a complicated situation of legal 
uncertainty. The Spanish lawmakers have chosen to make isolated references 
to common-law couples, in several laws, without giving a systematic response 
in a single legislative body.  
Marriage is a social institution guaranteed in law by the Spanish Constitution of 
1978, which recognizes in its article 32 the right to enter freely into marriage as 
a constitutional right. While this Constitution does not explicitly regulate 
common-law couples, but do not forbid them, either. The Artc.39 CE establishes 
the duty of public authorities to protect the family, without indicating in any way 
that this task needs to be done from marriage.  
Although, we cannot forget that the Constitutional Court has clearly emphasized 
from the very beginning that there is nothing which requires the same protection 
for all family types, stating that it is constitutionally valid for public authorities to 
give preferential treatment to marriages in relation to other family types. In this 
respect, the Constitutional Court holds the Judgement of 19 November.  
Such statement cannot lead us to justify any beneficial treatment that, in any 
case, must not be discriminatory in order not to infringe the art.14 of the 
Constitution, nor must difficult unreasonably the man and the woman who 
decide to live more uxorio.   
As mentioned, the Spanish state legislator has offered timely responses to the 
issues arising from the rupture or dissolution of common-law couples. 
Therefore, in a non-exhaustive way, we can find in civil law the equalization of 
common-law couples and marriages for purposes of adoption. 
 Examples would include inheritance in subrogation of urban leases, assisted 
reproduction, among the expiry of the compensatory maintenance there is the 
situation of the creditor partner living in a marital coexistence with someone 
else; in assessing damage caused to persons in traffic accidents. Moreover, the 
Criminal Code extends at least ten references to the “person in analogous 
relationship of affectivity such as in marriage”. 
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Regarding the tax rules, the first reaction when it comes to face the fiscal 
examination in relation to the common-law couples is inevitably disappointment.  
In the present Spanish tax system, common-law couples can only find a certain 
partial and unequal recognition, thanks to the legislative action carried out by 
the Autonomous Communities. In some of them, common-law couples have 
come to be equated with marriages in those aspects in which such equalization 
turns out to be favourable to the first ones.  
This is due to the fact that the Autonomous Communities do not have the 
competence to regulate these aspects, whose legislative competence falls 
exclusively within the domain of the State. The bottom line is that in certain 
Autonomous Communities marriages end up in a worse situation than common-
law couples, since the second ones only enjoy the benefits of this equalization, 
without having to deal with the most detrimental aspects of it, something that is 
unpleasant and incongruous.  
The state tax legislation, in contrast with what happens in other branches of law, 
ignores common-law couples so far, both the pure ones and those whose 
situation have been formalised in some way. 
A distinguishing feature of the Tax Law in relation to other branches of law is 
that throughout its history it has not promoted a great protective treatment for 
families, in particular for marriages.  
We must bear in mind that the existence or not existence of the marriage bond 
is not relevant for fiscal purposes in the vertical family relationships (ascendants 
or descendants), which reduces the common-law family matter only to the 
common-law couple.  
The approach that it might be given to the taxation of common-law couples 
should have to do with the existence of a family bond, instead of the disjunction 
between these ones and marriages. Therefore, a beneficial treatment can be 
given to this bond in financial terms.  
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In fact, the article 39.1 of the Spanish Constitution establishes that the public 
authorities have an obligation to protect the family on the social, economic and 
legal aspects.  
It is about ensuring that the development of the family responsibilities does not 
entail for the members any kind of economic penalization. 
Given that the Spanish Constitution has not identified that family which it 
protects as the one which has its origin in marriage, there is no doubt that 
families deserve the same protection, no matter if their members are married or 
not. Neither does it matter that they have children, any type of filiation origin, or 
any kind of offspring. 
The recommendation made by the People’s Ombudsperson, Soledad Becerrill 
in her last report is of a particular relevance. In it, she asks the Ministry of 
Finance to protect the family no matter the model chosen for formalizing it. The 
Ombudswoman affirms that the Tax Authority does not recognize the 
equalization in financial terms of common-law couples as there is a legal gap 
that obliges citizens to “ask day after day” the recognition of some rights which 
other people enjoy in identical circumstances only because they have opted for 
marriage.  
In this report, she remarks that “it does not seem logical that the purpose of the 
marriage is constituted for obtaining the fiscal benefits, which in other ways 
would not be possible to achieve”.  
We must take into account the tax principles which are embodied in the 
Constitution. These ones constitute the supreme laws of all the financial-tax 
rules, so they should be respected at all times, due to their necessary 
implementation nature. Otherwise, these principles would be considered 
unconstitutional, and thus would lack of legal validity.  
It may be proclaimed that the principles of the Tax Law are the guarantee that 
taxpayers enjoy over the State, whose power for creating taxes is limited 
precisely for these principles. In this respect, the principle of equality turns out 
to be one of the requirements that, with the economic capacity, progressivity 
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and no confiscation, has been integrated in the art.31.1 of the Spanish 
Constitution in order to achieve justice in the tax sphere.  
The granting of fiscal benefits can be objectively justified and be constitutionally 
legal, provided that it is used as a dossier towards objectives that has 
constitutional support.  
The judgement of the Constitutional Court 222/1992 points out that common-
law couples and marriages are not situations fully equated, since the common-
law couple is not an institution legally guaranteed, and there is neither an 
express right to its establishment.    
According to the Constitutional Court, the principle of equality does not prohibit 
any inequality. It only forbids the inequality not reasonable which lacks a 
foundation.   
The tax system provided must be considered taking into account the possibility 
of the principle of equality being affected. However, such equality must be 
measured in strict tax terms, as stated in the art.31 of the Spanish Constitution.   
Therefore, the tax equality must be essentially observed from the close angle of 
the economic capacity: in broad terms, this principle is true when taxpayers with 
the same economic capacity are treated equally.  
However, this does not mean that the principle of tax equality exhausts its 
possibilities with the economic capacity aspect.  
The principles of general and tax equalities do not have the same scope and 
effectiveness. As provided in the article 53.2 of the Spanish Constitution the 
application of amparo is only admitted before the Constitutional Court for 
freedoms and rights recognized in the article 14 and the section one of Chapter 
2; so, the violation of the tax equality is excluded from the application of 
amparo.    
On the other hand, the structure of tax revenues in Spain is made of five basic 
tax elements, including the personal income tax (IRPF), the duties and value 
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added tax (IVA), the corporate income tax (IS), the social security contributions 
(SS) ante the special taxes. 
 
All of these represent the 90% of the tax collection and bring the majorities of 
revenues to sustain the public authorities’ expenses. Of them, the personal 
income tax represents one of the greater tax burdens because of the number of 
taxpayers under it and its ability to collect revenues.  
Within this great burden is where we find the need to project the tax equality in 
such a way that the tax treatment is equally applied according to the capacity of 
the subject.    
The personal income tax, as its name suggest, is of personal and direct nature 
and levies, according to the principles of equality, generality and progressivity, 
the personal incomes in accordance with their personal and family 
circumstances.    
That is why the option to tax individually or jointly can only be chosen by 
persons who are part of a family unit.   
The two modalities of the concept of family unit when it comes to tax jointly the 
personal tax income is explicitly provided in the art. 82 of the Law 35/2006, (20 
November), which defines it as the family composed of spouses not legally 
separated and, in any case, the children under the age of 18 who live together 
with their parents. It also includes the children of full age who are legally 
disabled subjected to the parental authority either extended or rehabilitated.   
It is quite clear in its second section that, in the processes of legal separation, or 
when there is not a marriage bond, another family unit will be constituted, which 
will be composed of the father and the mother and all the children they held in 
custody.   
 
  
 53 
This sense of family unit of the personal income tax therefore rejects common-
law couples. One of the parents will be able to tax as a single-parent unit with 
all the children they have in common, while the other parent will tax individually.  
The taxes which are of particular relevance when it comes to analyze the 
differentiated treatment that the Tax Law provides to marriages and common-
law couples are the personal taxes which are imposed on people, that is to say, 
the personal income tax, the inheritance tax (ISD) and the wealth tax (IP). 
However, the last one is less important than the other two taxes. In conjunction 
with these ones, with a less significance, we should note an indirect tax such as 
the property transfer one (ITPO). 
They are state taxes assigned to the Autonomous Communities in general 
system. Such configuration of partial transfer has helped some Autonomous 
Communities partially equate the members of common-law couples with the 
spouses in terms of some of these taxes.  
In the tax sphere, the formation of the modalities of family units is relevant for 
the treatment of imposition of the personal income tax, if the several economic 
and family situations and needs are taken into account when it comes to tax.  
The reality of today’s society characterized by the standardization of new ways 
of development and life in family, has been reflected within the competency 
framework, in the Courts of Strasbourg and Luxembourg (the European Court of 
Justice and the European Court of Human Rights). 
The European Court of Human Rights, has stated in several times that, the 
protection to family in the traditional sense is a relevant and legal objective, 
even commendable, and it can justify differences in treatment, provided that the 
principle of proportionality is respected.   
No obligation is derived from the Convention for the States to provide the 
unmarried partners with a similar status to that of the spouses.   
The natural or common-law family is, a family in the sense of the art.8 of the 
Convention, according to settled case law. The concept of family considered 
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there is not limited to relationships based on marriage, and it can include other 
family ties de facto when the parties live together outside marriage.  
In order to determine the existence of a common-law family bond analizing and 
taking into account a series of factors can be useful, such as the coexistence of 
the members of the couple and the time of being together or the children they 
may have in in common. However, coexistence must be required in order to 
conclude that there is family life.   
Nevertheless, the ECHR (European Court of Human Rights) was reluctant to 
appreciate the existence of family life, in unions between people of the same 
sex. It holds in this field that, despite the evolution in several European 
countries which tend to recognize these bonds and the lack of common 
denominator widely shared, the States retained a broad margin of appreciation.   
At present, through the “Schalk and Kopf v. Austria”, case a significant 
development took place in the case-law of the European Court of Human 
Rights. The Court has established that there is no discrimination in requiring the 
diversity of sex as a requested calcification to access the marriage institution, 
as long as same-sex unions are included in the concept of family life, as 
specified in the art.8 of the European Convention of Human Rights.  
The civil marriage is a civil status which is recognized in all the countries of the 
EU. We must realize that the rules which govern the rest of unions, such as the 
civil ones, the registered or the common-law unions, are different from those of 
marriage.    
Concerning the right of the same-sex couples to marry, there is also no 
unanimity in decision-making. To this day, these countries of the EU grant that 
right: Belgium, Denmark, Spain, France, Ireland, Luxembourg, Netherlands, 
Portugal, Sweden and the United Kingdom (except Northern Ireland).   
The situation is complex, given that the differences between the countries of the 
EU in this field are huge and they are crucial to make it possible to hold the civil 
union or not, to allow this unity to give some rights over others and to let the 
country in question recognize or not a union formalized abroad.  
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Those countries of the EU which recognize common-law couples will also 
provide their people with rights and obligations on goods, inheritances and food 
allowances in the event of separation.  
This kind of rights are particularly important for same-sex couples, since they 
are not allowed to marry or register their union in all the countries of the EU.   
A cohabitation agreement must be signed in case you are living in a country 
when same-sex couples cannot get married or be registered, thus regulating the 
legal and practical aspects of the cohabitation. However, in practice some 
conflicts can arise in order to enforce these rights.  
Several European countries keep special features of their national sovereignty 
in the regulation of such institutions, but all of them have connection points 
which are of particular importance in the further evolution of our state 
legislation. In the field of social and fiscal law, marriage is not the criterion of 
discrimination for a differentiated treatment.  
In conclusion, the big question we find today is the resolution on the 
constitutionality or lack of it in the fiscal differences in the treatment given as a 
result of the marriage, which has not found an unambiguous answer so far. 
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